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Expediente N.º 20.994 
 
 
ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
Desde hace más de dos décadas se viene advirtiendo sobre el “obsoletismo de la 
Asamblea Legislativa”1 para dar cuenta de que los tiempos legislativos son lentos, 
frente a la exigencia de cambios vertiginosos y constantes en la sociedad.  Decía 
al respecto Hugo Alfonso Muñoz que: 
 

“El problema esencial del Parlamento es de capacidad de respuesta, con 
celeridad y prontitud a las demandas, conflictos y presiones de la sociedad 
civil.  El problema es de calidad de las leyes; pero sobre todo de 
oportunidad en su emisión”.2 

 
Con el objetivo de resolver este desfase y ofrecer respuestas más rápidas fueron 
creadas, mediante una reforma constitucional publicada el 20 de julio de 1993,3 las 
tres Comisiones con Potestades Legislativas Plenas.  Se trata de una especie de 
“miniplenarios”, compuestas por 19 diputados cada una, con capacidad de recibir 
el mandato del órgano máximo de la Asamblea Legislativa para que, en la etapa 
procedimental correspondiente de los proyectos de ley, pueda discutir y votar 
proyectos, llegando incluso a convertir en Leyes de la República las iniciativas 
sometidas a su conocimiento. 
 
En ese sentido, explica Muñoz que: 
 

“El Plenario legislativo no es, desde luego, el mejor lugar para un trabajo 
de reflexión profunda y creativa. Forma parte de un espectáculo que no 
rima con las labores serenas, pero activas y constantes de las comisiones 
dictaminadoras y de las Comisiones Legislativas Plenas”.4 
 

                                                             
1  Muñoz, Hugo Alfonso.  Las Comisiones Legislativas Plenas.  2.  ed.  San José, CR.:  Asamblea 
Legislativa:  Centro para la Democracia, 1995.  (Serie PRODEL) P.  27.  Disponible en la web:  
http://pdf.usaid.gov/pdf_docs/pnacc170.pdf 
2  Ibíd.  P.  196 
3  Ibíd.  P.  46 
4  Ibíd.  P.  197 
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Para que estas Comisiones puedan operar, se requiere que el Plenario les 
delegue tal potestad, por medio del voto favorable de 38 Diputados, según lo 
dispone el inciso 3) del artículo 160 del Reglamento de la Asamblea Legislativa.  
Al respecto, indica Eduardo Ortiz que la delegación es: 
 

“el acto en virtud del cual un órgano hace posible que otro generalmente 
inferior jerárquico ejerza las competencias exclusivas que le 
corresponden, en términos que los actos del segundo (delegado) tengan 
igual valor jurídico que los del primero (delegante), en cuanto a la materia 
propia de la delegación, todo según norma jurídica expresa, que autoriza 
el acto por razones de oportunidad, extrañas a la necesidad o urgencia".5 

 
La delegación es, de acuerdo con Muñoz: 
 

“(...) un acto discrecional; como en la mayoría de actos legislativos, en el 
que el órgano político establece libremente el motivo o las razones.  De 
conformidad con la Carta Política, el contenido de la delegación es 
también libre, desde luego, dentro de los actos que pueden ser objeto de 
delegación”.6 

 
Como bien se desprende del texto anterior, la delegación para las Comisiones con 
potestades legislativas plenas no es absoluta ni ilimitada.  El tercer párrafo del 
artículo 124 constitucional establece una serie de restricciones muy        
importantes:  pueden conocer todo aquello que el Plenario les delegue excepto los 
proyectos que requieren mayoría calificada, es decir, dos terceras partes del total 
de los miembros de la Asamblea: 
 

“Artículo 124.- 
(…) No procede la delegación si se trata de proyectos de ley relativos a la 
materia electoral, a la creación de los impuestos nacionales o a la 
modificación de los existentes, al ejercicio de las facultades previstas en 
los incisos 4), 11), 14), 15) y 17) del artículo 121 de la Constitución 
Política, a la convocatoria a una Asamblea Constituyente, para cualquier 
efecto, y a la reforma parcial de la Constitución Política (…)”. 

 
Bajo este marco han venido operando estos órganos parlamentarios por más de 
25 años pero sus resultados no han sido los esperados.  Normalmente, estas 
Comisiones sesionan muy poco si se les compara con la cantidad de días 
efectivos que podrían hacerlo, muchas veces por falta de acuerdo entre los 
partidos políticos para conseguir los 38 votos requeridos para aprobar la 
delegación de proyectos de ley y, otras tantas, por el total desprecio del Poder 
Ejecutivo para convocar, incluso, los proyectos que están en el Orden del Día de 
estos órganos. 

                                                             
5  Ortiz, Eduardo.  "Derecho administrativo".  Tomo II, Textos mimeografiados; Tesis 9, pág.  3.             
En:  Muñoz.  Hugo Alfonso.  Op.  cit.  55 
6  Ibíd.  P.  56 
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Construir acuerdos en estos órganos tampoco ha sido fácil:  según datos del 
Departamento de Servicios Parlamentarios, desde mayo del 2014 a mayo del 
2017, las Comisiones Plenas apenas aprobaron tan solo 21 proyectos de ley.  
Mientras en el Plenario se aprobaron 83 leyes entre mayo del 2016 y abril del 
2017, en ese mismo periodo, sólo 9 proyectos se aprobaron en los miniplenarios.7 
 
En tanto esto sucede, el Plenario se encuentra abarrotado con cientos de 
proyectos de ley que perfectamente podría delegar.  El caso más dramático es el 
de las autorizaciones legislativas para desafectar bienes muebles o inmuebles de 
las municipalidades e instituciones autónomas.  En la actualidad hay decenas de 
proyectos de esta naturaleza en el Orden del Día de distintos órganos legislativos 
que podrían ser delegadas a las Plenas si se reforma el artículo 124 de la Carta 
Política. 
 
Como ya se mencionó, dicho numeral dispone la imposibilidad de delegar 
proyectos de ley que tengan que ver con el ejercicio de las facultades descritas, 
entre otros, en el inciso 14) del artículo 121 constitucional: 
 

“Artículo 121.- Además de las otras atribuciones que le confiere esta 
Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa: 
 
(…) 
 
14) Decretar la enajenación o la aplicación a usos públicos de los bienes 
propios de la Nación. 
 
No podrán salir definitivamente del dominio del Estado: 
 

a) Las fuerzas que puedan obtenerse de las aguas del dominio 
público en el territorio nacional; 
 
b) Los yacimientos de carbón, las fuentes y depósitos de 
petróleo, y cualesquiera otras sustancias hidrocarburadas, así como 
los depósitos de minerales radioactivos existentes en el territorio 
nacional; 
 
c) Los servicios inalámbricos; 
 

Los bienes mencionados en los apartes a), b) y c) anteriores sólo podrán 
ser explotados por la administración pública o por particulares, de acuerdo 
con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y 

                                                             
7 Quirós, Bharley.  “Diputados desaprovechan los “miniplenarios”.  Diario Extra, 13 de mayo de 
2017.  Disponible en la web:  http://www.diarioextra.com/Noticia/detalle/332390/diputados-
desaprovechan-los-miniplenarios 
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con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea 
Legislativa. 
 
Los ferrocarriles, muelles y aeropuertos nacionales - éstos últimos 
mientras se encuentren en servicio- no podrán ser enajenados, 
arrendados ni gravados, directa o indirectamente, ni salir en forma del 
dominio y control del Estado”. 

 
La Sala Constitucional, en el Voto 2306-91 de las catorce horas cuarenta y cinco 
minutos del 6 de noviembre de 1991, explica a lo que se refiere con bienes de la 
Nación:  
 

“(...) El dominio público se encuentra integrado por bienes que 
manifiestan, por voluntad expresa del legislador, un destino especial de 
servir a la comunidad, al interés público.  -Son los llamados bienes 
dominicales, bienes demaniales, bienes o cosas públicas o bienes 
públicos, que no pertenecen individualmente a los particulares y que están 
destinados a un uso público y sometidos a un régimen especial, fuera del 
comercio de los hombres-.  Es decir, afectados por su propia naturaleza y 
vocación.  En consecuencia, esos bienes pertenecen al Estado en el 
sentido más amplio del concepto, están afectados al servicio que prestan y 
que invariablemente es esencial en virtud de norma expresa. 
 
El concepto de dominio público ha sido reiterado en diversas resoluciones 
de nuestra Sala Constitucional.  En el Voto 3145-96, además, se distingue 
entre la afectación del bien y la asignación del bien al fin público.  En ese 
sentido se indica: 
 
"En nuestra legislación para definirlo, el artículo 261 del Código Civil sigue 
el concepto de la afectación al fin público, al expresar que "Son cosas 
públicas las que, por ley, están destinadas de un modo permanente a 
cualquier servicio de utilidad general, y aquellas de que todos pueden 
aprovecharse por estar entregadas al uso público".  -La afectación es el 
hecho o la manifestación de voluntad del poder público, en cuya virtud la 
cosa queda incorporada al uso y goce de la comunidad y puede 
efectuarse por ley o por acto administrativo.  La doctrina hace la distinción 
entre "asignación del carácter público" a un bien con la "afectación" de ese 
bien al dominio público.  La asignación del carácter público significa 
establecer que ese bien determinado tendría calidad demanial; así por 
ejemplo, la norma jurídica general diría que todas las vías públicas son 
integrantes o dependientes del dominio público y ello quiere decir que lo 
son las actuales y las que se lleguen a construir.  En cambio, la afectación 
significa que el bien declarado demanial queda efectivamente incorporado 
al uso público y esto tiene que ver con la aceptación y recibo de obras 
públicas cuando se construyen por administración o por la conclusión de 
las obras y su recibo oficial, cuando es un particular el que las realiza 
(construcción de una urbanización o fraccionamiento, por ejemplo).  -Es 
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por esto que se dice que la afectación puede ser acto administrativo, el 
cual, necesariamente, deberá conformarse con la norma jurídica que le 
sirve de referencia (principio de legalidad)." 
 

La misma Sala Constitucional, mediante el voto Nº5026-97 de las dieciséis horas 
veintiún minutos del veintisiete de agosto de mil novecientos noventa y siete, 
indicó lo siguiente: 
 

“Es preciso aclarar que el inciso 14 plantea, no sólo la necesidad de que la 
afectación de los bienes demaniales a usos públicos sea decretada por la 
Asamblea Legislativa, como textualmente dice, sino, en virtud del principio 
de que las cosas se deshacen como se hacen, que su desafectación, 
cuando ésta sea posible -precisamente para convertirlos en bienes de 
dominio privado que pueden ser disponibles normalmente- debe ser 
decretada también por la Asamblea”. 

 
Esa ley especial a la que se hace referencia el numeral 174 de la Constitución es, 
para el caso particular de bienes municipales, el Código Municipal, que en su 
artículo 62 dispone que “las donaciones de cualquier tipo de recursos o bienes 
inmuebles, así como la extensión de garantías a favor de otras personas, solo 
serán posibles cuando las autorice, expresamente, una ley especial.  Sin embargo, 
las municipalidades, mediante el voto favorable de las dos terceras partes del total 
de los miembros que integran su concejo, podrán donar directamente bienes 
muebles e inmuebles, siempre que estas donaciones vayan dirigidas a los órganos 
del Estado e instituciones autónomas o semiautónomas, que a su vez quedan 
autorizadas para donar directamente a las municipalidades”. 
 
Siendo entonces que ya existe habilitación para que las municipalidades e 
instituciones autónomas puedan donarse entre sí bienes de su propiedad, esta 
iniciativa pretende generar una situación similar para que, respetando el principio 
de reserva de ley para desafectar bienes de dominio público, estos entes puedan 
también donarlos a organizaciones sociales o comunales para que desarrollen su 
actividad en beneficio de la ciudadanía. 
 
La razón que justifica dicha reforma es que esas iniciativas normalmente vienen 
precedidas de un acuerdo del Concejo Municipal o de la Junta Directiva de la 
institución propietaria del bien, los cuales, en ejercicio de la autonomía que les ha 
sido dada, acceden a donar el bien a una organización social o comunal que los 
requiere para satisfacer necesidades de los ciudadanos.  
 
Siendo entonces que, en el ejercicio de su autonomía, los propios entes a quien 
les pertenece el bien mueble o inmueble, deciden donarlo para ayudar en el 
trabajo que realizan organizaciones sociales o comunales en beneficio de la 
ciudadanía, la Asamblea Legislativa debería poder dar un tratamiento más célere 
a los proyectos de ley que van en esa dirección para atender oportunamente la 
necesidad ciudadana.  De esta forma, se mantiene el requisito de aprobación 
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legislativa, pero se abre una oportunidad para que las iniciativas no tengan que 
pasar por el Plenario.  
En ese sentido, se pretende adicionar dos párrafos finales al inciso 14) del artículo 
121 y modificar el párrafo tercero del artículo 24, ambos de la Constitución 
Política, para eliminar de las restricciones de delegación a aquellos proyectos 
relacionados con la desafectación de bienes públicos propiedad de 
municipalidades o instituciones autónomas siempre que cuenten con el visto 
bueno de su respectivo Consejo Municipal o Junta Directiva. 
 
Además, se cambia la regla de toma de decisión para que, en los casos en que 
exista ese consentimiento, no sea necesario contar con 38 votos favorables para 
su aprobación, sino que por esa misma cantidad de Diputados se pueda delegar a 
una Comisión con Potestad Legislativa Plena y sea la mayoría absoluta de votos 
presentes de ese órgano la que defina si determinado bien puede ser desafectado 
y por tanto donado. 
 
Se hace énfasis en que esta delegación y su posterior aprobación por la Comisión 
con Potestad Legislativa Plena será sólo posible cuando la iniciativa cuente con el 
criterio favorable de la institución donadora; caso contrario, se mantendrá la 
restricción existente en el ordenamiento jurídico, para lo cual será necesario el 
voto favorable de dos terceras partes del total de miembros de la Asamblea 
Legislativa para desafectar el bien y donarlo. 
 
Con todas estas previsiones se resguarda el bien público, para protegerlo de 
ocurrencias y negociaciones oscuras tendientes a beneficiar a unos pocos en 
perjuicio de muchos, pues se obliga a la Administración activa –Municipalidad o 
institución autónoma según corresponda– a vigilar las condiciones previas y 
posteriores a la donación para determinar la idoneidad del beneficiario y el uso 
acorde con lo dispuesto por la ley, asignándoles responsabilidad penal, civil y/o 
administrativa por el incumplimiento del marco normativo vigente. 
 
Se trata de una real transferencia de competencias a los órganos descentralizados 
que, en el caso de las Municipalidades, se viene desarrollando al amparo del 
artículo 169 constitucional.  Recientemente se planteó un proyecto de reforma 
constitucional en esa misma dirección, denominado “Traslado de competencias a 
las Municipalidades para que aprueben sus licencias para actividades lucrativas y 
no lucrativas, tasas y demás contribuciones”, que se tramita bajo el expediente 
legislativo N° 20.991. 
 
La premisa detrás de estas iniciativas es que la Asamblea Legislativa le permita a 
los Gobiernos Locales administrar verdaderamente sus intereses y resolver las 
situaciones que les afecta, pues a ellos se les ha encomendado esa tarea y que 
los tiempos propios del procedimiento legislativo y la excesiva centralización de la 
toma de decisiones no sean un obstáculo.  Eso sí, la transferencia de 
competencias acarrea también el traslado de responsabilidades que implica velar 
por el apropiado uso del bien y asumir las responsabilidades legales 
correspondientes. 
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En virtud de lo anterior, se presenta a los Diputados y Diputadas el siguiente 
proyecto de reforma constitucional 
 
 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
ACUERDA: 

 
MODIFICACIÓN   DE   LOS   REQUISITOS   DE   DELEGABILIDAD   A 

COMISIONES  CON  POTESTADES  LEGISLATIVAS  PLENAS 
PARA AUTORIZAR EL CONOCIMIENTO DE PROYECTOS 

DE  DESAFECTACIÓN  DE  BIENES  PÚBLICOS 
Y   SU   POSTERIOR   DONACIÓN 

 
 
 
ARTÍCULO 1- Modifícase el inciso 14 del artículo 121 de la Constitución 
Política, de forma que se lea como aparece a continuación: 

 

Artículo 121-  Además de las otras atribuciones que le confiere esta 
Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa: 
 
(…) 
 
14) Decretar la enajenación o la aplicación a usos públicos de los bienes 
propios de la Nación. 
 
No podrán salir definitivamente del dominio del Estado: 
 
a) Las fuerzas que puedan obtenerse de las aguas del dominio público en el 
territorio nacional; 

 
b) Los yacimientos de carbón, las fuentes y depósitos de petróleo, y 
cualesquiera otras sustancias hidrocarburadas, así como los depósitos de 
minerales radioactivos existentes en el territorio nacional; 

 
c) Los servicios inalámbricos; 

 
Los bienes mencionados en los apartes a), b) y c) anteriores sólo podrán ser 
explotados por la administración pública o por particulares, de acuerdo con la ley o 
mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las 
condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa. 

 
Los ferrocarriles, muelles y aeropuertos nacionales - éstos últimos mientras se 
encuentren en servicio- no podrán ser enajenados, arrendados ni gravados, 
directa o indirectamente, ni salir en forma del dominio y control del Estado. 
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En el caso de los bienes muebles o inmuebles propiedad de municipalidades 
o instituciones autónomas, estos podrán salir del dominio público sin que se 
requiera el voto favorable de dos terceras partes de la Asamblea, 
pudiéndose delegar a una Comisión con Potestad Legislativa Plena siempre 
que el proyecto de ley cuente con el consentimiento expreso del respectivo 
Concejo Municipal o Junta Directiva, según lo dispuesto por el artículo 124 
de la Constitución Política.  En caso de no tenerlo, no procederá la 
delegación y se requerirá mayoría calificada de los Diputados para la 
aprobación del proyecto de ley correspondiente. 
 
El consentimiento a que se hace referencia en el párrafo anterior implicará, 
para los Consejos Municipales o las Juntas Directivas que lo dieran, el deber 
de vigilar el cumplimiento del marco normativo vigente relacionado con la 
donación del bien de su propiedad, siendo sus miembros responsables civil, 
penal y/o administrativamente por su inobservancia”. 
 
ARTÍCULO 2- Refórmase el tercer párrafo del artículo 124 de la Constitución 
Política, de forma que se lea como aparece a continuación: 
 
Artículo 124-  Para convertirse en ley, todo proyecto deberá ser objeto de 
dos debates, cada uno en día distinto no consecutivo, obtener la aprobación de la 
Asamblea Legislativa y la sanción del Poder Ejecutivo; además, deberá publicarse 
en La Gaceta, sin perjuicio de los requisitos que esta Constitución establece tanto 
para casos especiales como para los que se resuelvan por iniciativa popular y 
referéndum, según los artículos 102, 105, 123 y 129 de esta Constitución.  No 
tendrán carácter de leyes ni requerirán, por tanto, los trámites anteriores, los 
acuerdos tomados en uso de las atribuciones enumeradas en los incisos 2), 3), 5), 
6), 7), 8), 9), 10), 12), 16), 21), 22), 23) y 24) del artículo 121 así como el acto 
legislativo para convocar a referéndum, los cuales se votarán en una sola sesión y 
deberán publicarse en La Gaceta. 

 
La Asamblea Legislativa puede delegar, en comisiones permanentes, el 
conocimiento y la aprobación de proyectos de ley.  No obstante, la Asamblea 
podrá avocar, en cualquier momento, el debate o la votación de los proyectos que 
hubiesen sido objeto de delegación. 

 
No procede la delegación si se trata de proyectos de ley relativos a la materia 
electoral, a la creación de los impuestos nacionales o a la modificación de los 
existentes, al ejercicio de las facultades previstas en los incisos 4), 11), 14) 
excepto cuando se trate de iniciativas tendientes a autorizar la desafectación 
de bienes muebles o inmuebles propiedad de municipalidades o 
instituciones autónomas siempre que cuenten con el consentimiento 
expreso del respectivo Concejo Municipal o Junta Directiva, 15) y 17) del 
artículo 121 de la Constitución Política, a la convocatoria a una Asamblea 
Constituyente, para cualquier efecto, y a la reforma parcial de la Constitución 
Política. 

 



Expediente N.° 20.994          9 

La Asamblea nombrará las comisiones permanentes con potestades legislativas 
plenas, de manera que su composición refleje, proporcionalmente, el número de 
diputados de los partidos políticos que la componen.  La delegación deberá ser 
aprobada por mayoría de dos tercios de la totalidad de los miembros de la 
Asamblea, y la avocación, por mayoría absoluta de los diputados presentes. 

 
El Reglamento de la Asamblea regulará el número de estas comisiones y las 
demás condiciones para la delegación y la avocación, así como los 
procedimientos que se aplicarán en estos casos. 

 
La aprobación legislativa de contratos, convenios y otros actos de naturaleza 
administrativa, no dará a esos actos carácter de leyes, aunque se haga a través 
de los trámites ordinarios de éstas. 

 
 
Rige a partir de su publicación. 
 
 

Jonathan Prendas Rodríguez 
 
 

Carmen Irene Chan Mora    Laura Guido Pérez 
 
 
Erwen Masís Castro    Roberto Hernán Thompson Chacón 
 
 
Aracelly Salas Eduarte    Ivonne Acuña Cabrera 
 
 
Xiomara Priscilla Rodríguez Hernández  Zoila Rosa Volio Pacheco 
 
 
Ana Lucía Delgado Orozco   Carlos Ricardo Benavides Jiménez 
 

Diputados y diputadas 
 

 
 
2 de octubre de 2018 
 
 
NOTAS: Este proyecto ingresó en el orden del día de Plenario el 27 de 

setiembre de 2018. 
 

Este proyecto cumplió el trámite de revisión de forma en el 
Departamento de Servicios Parlamentarios. 


